
JUZGADO TREINTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá, D.C., Marzo Tres (03) de dos mil Veintidós (2022)  

 

En grado funcional de competencia, y agotados los trámites procede este despacho 

a resolver el recurso de APELACION presentado por el abogado JOSE 

GUILLERMO T. ROA SARMIENTO apoderado de la parte demandada contra el 

auto fechado el 30 de enero de 2020, proferido por el Juzgado Ochenta y Cinco Civil 

Municipal, (transitoriamente Juzgado Sesenta y Siete de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple) mediante el cual se niega la solicitud de nulidad invocada por 

el recurrente con fundamento en lo establecido en el inciso 2°., numeral 8 del 

artículo 133 del C.G.P. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El despacho advierte al recurrente, para próximas oportunidades, que la nulidad se 

invoca en forma directa y no subsidiaria de un recurso de reposición 

Las nulidades fueron instituidas en el sistema procesal con miras a salvaguardar el 

debido proceso, el derecho a la defensa, teniendo en cuenta siempre el principio de 

convalidación, esto es que la parte afectada haya actuado con posterioridad al 

hecho que la ha ocasionado, sin proponerla. 

 

La Corte ha mantenido una sólida línea jurisprudencial, en el sentido de que la 

notificación, en cualquier clase de proceso, se constituye en uno de los actos de 

comunicación procesal de mayor efectividad, en cuanto garantiza el conocimiento 

real de las decisiones judiciales con el fin de dar aplicación concreta al debido 

proceso mediante la vinculación de aquellos a quienes concierne la decisión judicial 

notificada, así como que es un medio idóneo para lograr que el interesado ejercite 

el derecho de contradicción, planteando de manera oportuna sus defensas y 

excepciones. De igual manera, es un acto procesal que desarrolla el principio de la 

seguridad jurídica, pues de él se deriva la certeza del conocimiento de las 

decisiones judiciales. Así pues, en reiterada jurisprudencia la Corte ha resaltado la 

importancia que presenta la notificación en tanto que acto procesal encaminado a 

garantizar el ejercicio del derecho de defensa de quien debe acudir por ley a la 

contradicción del proceso, o de aquellas que deben realizarse por fuera del proceso 

para efectos contractuales, pues de su realización y con el cumplimiento de las 

formalidades previstas en la ley depende la garantía del derecho de defensa. 

 

El numeral 8 del art. 133 del C.G.P.. establece “Cuando no se practica en legal 

forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o 

el emplazamiento de las demás personas, aunque sean indeterminadas, que deban 

ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a 

cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma 



al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley 

debió ser citado. 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar una 

providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, 

el defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero será nula la 

actuación posterior que dependa de dicha providencia, salvo que se haya saneado 

en la forma establecida en este código.” 

Descendiendo al caso concreto, teniendo en cuenta que la nulidad presentada se 

fundamenta en el hecho que en la notificación por estado surtida el 27 de agosto de 

2019 se registró únicamente la actuación “auto avoca conocimiento” a pesar de que 

se estaban notificando otras decisiones que no fueron registradas, por lo cual no 

tuvo conocimiento del término para pagar unas copias, considerando por esto una 

indebida notificación de las providencias, pues se debió haber incluido toda la 

información del proceso.  

El artículo 295 del C.G.P., establece: “NOTIFICACIONES POR ESTADO. Las notificaciones 

de autos y sentencias que no deban hacerse de otra manera se cumplirán por medio de anotación 

en estados que elaborará el Secretario. La inserción en el estado se hará al día siguiente a la fecha 

de la providencia, y en él deberá constar: 

1. La determinación de cada proceso por su clase. 

2. La indicación de los nombres del demandante y el demandado, o de las personas interesadas en 

el proceso o diligencia. Si varias personas integran una parte bastará la designación de la primera 

de ellas añadiendo la expresión “y otros”. 

3. La fecha de la providencia. 

4. La fecha del estado y la firma del Secretario. 

El estado se fijará en un lugar visible de la Secretaría, al comenzar la primera hora hábil del 

respectivo día, y se desfijará al finalizar la última hora hábil del mismo. 

De las notificaciones hechas por estado el Secretario dejará constancia con su firma al pie de la 

providencia notificada. 

De los estados se dejará un duplicado autorizado por el Secretario. Ambos ejemplares se 

coleccionarán por separado en orden riguroso de fechas para su conservación en el archivo, y uno 

de ellos podrá ser examinado por las partes o sus apoderados bajo la vigilancia de aquel. 

PARÁGRAFO. Cuando se cuente con los recursos técnicos los estados se publicarán por mensaje 

de datos, caso en el cual no deberán imprimirse ni firmarse por el Secretario. 

Cuando se habiliten sistemas de información de la gestión judicial, la notificación por estado solo 

podrá hacerse con posterioridad a la incorporación de la información en dicho sistema. 

 

Como se evidencia, la norma no exige la inclusión de todas las decisiones que se 

emitan en la misma fecha al interior del expediente. 

Sobre el tema, la jurisprudencia ha indicado: “Es preciso llamar la atención sobre la 

diferencia que se establece en esta sentencia entre las dos manifestaciones del principio de 

publicidad: la primera, que asegura el conocimiento de las decisiones judiciales por las partes 

interesadas a través de los mecanismos de notificación; la segunda, que tutela el derecho de los 

ciudadanos a conocer las actuaciones de las autoridades públicas, como una garantía de 

transparencia en la actuación de los poderes públicos y un mecanismo que facilita su control por 

parte de la comunidad.  Los mensajes de datos que se transmiten a través de las pantallas de los 

computadores de los despachos judiciales son, ante todo, instrumentos para hacer efectiva esta 

segunda manifestación del principio de publicidad.  Constituyen mecanismos orientados a proveer 

más y mejores herramientas para que, tanto las partes dentro de los procesos, como la comunidad 



en general puedan conocer y controlar la actuación de las autoridades judiciales. No son, en cambio, 

en su desarrollo actual, instrumentos destinados a suplir los mecanismos de notificación previstos 

en la ley para asegurar el conocimiento de las decisiones judiciales por parte de los interesados, a 

fin de que puedan ejercer frente a ellas su derecho de defensa.  Naturalmente, las partes dentro de 

un proceso pueden - en igualdad de condiciones, dado que todas ellas tienen acceso a estos 

sistemas - valerse de ellos para seguir el curso de los procesos, pero sin que ello reemplace los 

actos de notificación de las providencias, dotados de mayores exigencias en atención a la finalidad 

que cumplen. 

  

24.  Del examen anterior puede concluirse que, de acuerdo a la legislación vigente y a la 

interpretación que ha hecho de ella la jurisprudencia constitucional en sentencias de 

constitucionalidad con efectos erga omnes, los mensajes de datos que informan sobre el historial de 

los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales, a través de las pantallas de los computadores 

dispuestos en los despachos judiciales para consulta de los usuarios, pueden operar como 

equivalente funcional a la información escrita en los expedientes, en relación con aquellos datos que 

consten en tales sistemas computarizados de información.  

  

25. Es preciso introducir este último matiz, dado que no toda la información contenida en los 

expedientes se refleja en los historiales que aparecen en los  sistemas de información computarizada 

de los despachos.  Por tanto, los mensajes de datos registrados en estos últimos sólo operan como 

equivalentes funcionales respecto de los datos que aparecen consignados en ellos.  En relación con 

la información que no aparece es claro que no se da tal equivalencia funcional, y por eso para 

consultarlos las partes deben dirigirse directamente al expediente. Así, en el historial de un 

expediente que aparece en el computador del juzgado puede registrarse que en una fecha 

determinada se profirió sentencia, o se expidió un auto que ordena la práctica de pruebas.  Para 

enterarse del sentido de la decisión adoptada en la sentencia, o de las pruebas ordenadas en el 

auto, es claro que las partes deben acudir directamente al expediente, puesto que el historial que 

aparece en los computadores del juzgado sólo serviría como equivalente funcional de tales 

providencias si registrara su contenido completo.  Si el adelanto en la implementación de medios 

tecnológicos en la administración de justicia lleva en el futuro a una completa sistematización de la 

información contenida en los expedientes, no existiría razón para dejar de considerar tales mensajes 

de datos como equivalentes funcionales que reemplacen por completo la revisión directa de los 

expedientes o de los órganos tradicionales de publicidad oficial de dicha información, siempre que 

se adopten las debidas medidas de seguridad, de manera similar a como ocurre en la actualidad con 

las bases de datos de jurisprudencia de las Altas Cortes, los cuales han suplido de manera eficiente 

el recurso a la lectura de las Gacetas Judiciales.”(t-686/2020) 

 

Mírese además, como en el pantallazo del software que aparece en el módulo de 

consulta jurídica de la rama judicial, allegado por el propio recurrente, en el historial 

del proceso registrado desde el año 2004, es evidente que nunca se han descrito 

todas la actuaciones, pues es claro que si en el módulo de consulta jurídica aparece 

una anotación de salida del proceso del despacho y una fijación de estado, es 

responsabilidad exclusiva de las partes de acudir al Juzgado a verificar físicamente 

el expediente y conocer las decisiones que se están notificando.  

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Treinta y Cuatro Civil del Circuito de Bogotá,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. CONFIRMAR auto fechado el 30 de enero de 2020, proferido por el 

Juzgado Ochenta y Cinco Civil Municipal, (transitoriamente Juzgado Sesenta y Siete 



de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple) mediante el cual se niega la solicitud 

de nulidad invocada por el recurrente con fundamento en lo establecido en el inciso 

2°., numeral 8 del artículo 133 del C.G.P. 

 

SEGUNDO. CONDENAR en costas a la parte demandada, fijando como agencias 

en derecho la suma de $ 2.000.000   

 

Previas desanotaciones devuélvase el expediente al Juzgado de origen para que 

continue com el trámite del proceso. 

 

NOTIFIQUESE, 

 

 

POM-04-0556 

  

 

 

 


